
SENTENCIA

l. Antecedentes

EN NOMBRE DEL REY

En el recurso de amparo núm. 1.176/92. promovido
por don Florencia Pozo Sarasqueta, representado por
doña Rosina' Montes Agustí. Procuradora de los Tribuna-'
les, y asistido de la Letrada doña Francisca Villalba Merino.
contra el Auto de la Sala d~ lo Social del Tribunal Supremo
de 23 de enero de 1992. habiendo comparecido el Minis­
terio Fiscal y la Sociedad Anónima· «Desarrollos Electró­
nicos e Informáticos)), representada por el Procurador don
Samuel Martínezde Lecea Ruiz. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Rafael de Mendizábal Allende, quien expresa el
parecer de la Sala.

la siguiente

1. Por escrito presentado en este Tribunal el 6 de
mayo de 1992,la Procuradora de los Tribunales doña Rosi­
na Montes Agustí. en nombre y representación de don Flo­
rencia Pozo Sarasqueta, interpuso recurso de amparo con­
tra el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo
de 23 de febrero de 1992. que había confirmado otro de
la misma Sala dictado en el recurso de casación para la
unificación de la doctrina. En la demanda se nos cuenta
que el señor Pozo anunció en su día ante la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Navarra su propósito
de interponer recurso de casación para la unificación de
doctrina contra una Sentencia dictada por dicha Sala
sobre despido. En providencia de 5 de diciembre de 1992
dicha Sala tuvo por preparado tal recurso, conteniendo a
su,.final la indicación siguiente: «conformé a lo dispuesto
en el arto 206 de la Ley de Procedimiento Laboral, emplá­
cese a las partes para que comparezcan personalmente
o por medio de Abogado o representante ante la Sala de
lo Social del Tribunal Supremo en el plazo dequince días)).
El interesado lo hizo así. No obstante, la Sala Cuarta del
Tribunal Supremo, en Auto de 23 de enero de '1992, acor­
dó poner fin al trámite del recurso de casación para la uni­
ficación de doctrina por haber dejado transcurrir el plazo
de veinte días establecido en el arto 220.1 de la Ley de
Procedimiento Laboralsin haber presentado el correspon­
diente escrito de interposición. Contra el antedicho Auto
se formalizó recurso de súplica alegando la violación del
arto 24 de la Constitucióny solicitando que fuera revocado,
recurso que la Sala desestimó mediante un segundo Auto,
de 23 de febrero de 1992, que es objeto de impugnación
en este proceso. - _ .

La dem!'lnda invoca,.como fundamento de su preten­
sión, el art.24 de la Constitución por habérsele negadola
tutela judicial efectiva y alega al respecto que el emplaza­
miento hecho por la Sala de lo Soci~1 del Tribunal,Superior
de Justicia de Navarra·lo.fúe de acuerdo con elart.206 de
la LP.L y no con arreglo a lodispuesto en su art.220,apli­
cado por la Sala Cuarta delTribunal Supremo. lo que le. indu­
jo a error; provocando SU indefensión. Añade que, esreite­
rada la doctrina de. esteTribunal Constitucional.cenelsen­

,tido de que'el~exceso de',trámit(;!sforrnales-nopuedepnvar
a .las.partesde,~sta;;tutela judiciaLefectiva))" (sic). as(\g>n)o

" -que·.debe""·~r:,subsana,doslosdefectos,en; aqu~II~¡~sos
,en que-'prQceda. p0I'.IQ¡que no habiéndolo,hechQ¡~sLeIAlto·
"Jribunakha.incurrido' en,,violación del a~24\de la Consti­
f~ución;;En:consecuenda;,serpide: ·Ia' anul~ciónjt8;'a$:a~io.s
[recurridos y:,etrecoQocirríiento,delderechoa,que.;n~se;P9ir <

"gaJin··.aL.·procedimiel1t0;pehrecurso:de,casación)ntel)1,:ado. '"

FALLO

; En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

, 'Desestimar 'el'recurso'de amparo interpuesto por la
entidad «Lepanto, Sociedad Anónima, Cía. de Seguros y
Reaseguros)). .

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid. a doce de julio de mil novecientos
noventa y tres.-Luis López Guerra, Eugenio Díaz Eimil.
Alvaro Rodríguez Bereijo, José Gabaldón López, Julio Die­
go González Campos, Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmados y
rubricados.
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Asimismo. la cuestión relativa a si los intereses de la don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen-

Disposición adicional tercera de la Ley Orgánica 3/1989 dra. don Rafael de Medizábal Allende y Pedro Cruz VillaIón.
operan ope legis y. por tanto. son de aplicación por im- Magistrados. ha pronunciado
perativo legal. o resultan sometidos a la rogación de las
partes. no traspasa los límites de la interpretación judicial
de un precepto de la legalidad ordinaria que corresponde
efectuar exclusivamente a los Jueces y Tribunales ex
arto 117.3 de la C.E. (ATC 87/1993). En el presente
supuesto. el órgano judicial de instancia, cuyo criterio fue
confirmado en la Sentencia de apelación. al incluir en la
parte dispositiva de su Sentencia un pronunciamiento
imponiendo a la entidad recurrente en amparo los mel.1­
cionados intereses ha estimado que éstos actúan ope legis
y que no se encuentran sometidos a la rogación de las par­
tes. Siendo. pues. de aplicación por imperativo legal. en
la consideración del órgano judicial. y siendo obligatorio
el conocimiento de la Ley por parte de los órganos inte­
grantes del poder judicial. ni hace falta pedir lo que la Ley
manda. ni causa indefensión la resolución judicial que.
pese a que nadie lo haya solicitado. contiene un pronun­
ciamiento de esa naturaleza al no necesitar ser objeto de
petición la imposición de los referidos intereses
(SSTC 167/1985. fundamento jurídico único; AATC 572
y 1.082/1986).

Finalmente. además de que ambas cuestiones se plan­
tean per saltum en este proceso de amparo. contravinien­
do así lo prevenido en el arto 44.1 c) de la LOTC
(SSTC 11/1988. fundamento jurídico 1.°; 78/1986. fun­
damento jurídico 6.°), ni existe fundamento legal alguno
a partir del cual puede concluirse, como afirma la solici­
tante de amparo, que la Disposición adicional tercera de
la Ley Orgánica 3/1989 no sea de aplicación en un pro­
ceso penal por daños y perjuicios ocasionados con motivo
de la circulación de vehículos a motor, ni el alcance o exten­
sión del término «perjudicado)) sobrepasa los límites de la
interpretación judicial de la citada disposici(m adicional.

Sala Primera. Sentencia 239/1993, de 12
de julio' de 1993; Recurso de amparo
1.176/1992. Contra Auto de la Sala de lo
Social del Tribunal Supremo, confirmatorio de
otro de la misma Sala dictado en recurso de
casaciómpara'/aunificación de la' doctrina.

c';¡Supuesta;vulneracióndelderechoa la tutela
>¡,-{i':~;>,,:judic;ialefectiva::inimputabilidadde los defee­
,~,<;·,~t·f1·??Jtosprocesafes'de"unciadosa acción u omisión '

;':'~·!~:~';f~(t~~~/~~f~~gft;1~f~~i;i:;;,fC;,~:;,~:.~';'; :,,; :,:,",'2,';',:r
;;;4-::-LaSala Primera:debTrjb~naLConstitucional. compues­

"18, PQf:dpncMiguel.f\ódrígoez~iñerQ;y.Bravo-Ferrer.,Presi­
d~Bte;,:done, FerJ')a.rldo,;García:~on y González-Regueral;
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efectos de formalizar la interposición, el arto 220 de la Ley
procesal, donde se concede un plazo de veinte días a con­
tar desde la fecha de emplazamiento y no desde la per­
sonación. Los términos procesales establecidos en el
arto 209 de la Ley de Procedimiento Laboral no son apli­
cables ni tampoco son referenciados en ningún momento
por las resoluciones que dictó la Sala de lo Social del Tri­
bunal Superior de Justicia de Navarra, no habiendo podido
inducir a error al demandante en amparo. El que dejara
transcurrir con exceso el plazo de veinte días desde la
fecha de emplazamiento, hace que el Auto del Tribunal
Supremo poniendo fin a la tramitación del recurso resulte
plenamente acorde a la legalidad vigente y, por tanto, res­
petuoso con el derecho invocado por el demandante.

6. El Ministerio Fiscal, 'en escrito de 22 de diciembre,
solicita que se deniegue el amparo por entender que las
resoluciones judiciales impugnadas no han vulnerado el
art: 24.1 C.E. A su juicio, el error padecido parece propor­
cionalmente más imputable al recurrente que a la provi­
dencia judicial. Primero, porque era evidente su propósito
de recurrir en casación para unificación de doctrina; segun­
do, porque el trámite de éste y muy particularmente el del
arto 220 d.e la Ley de Procedimiento Laboral, no resulta
especialmente incompatible con el del arto 206 de la Ley
de Procedimiento Laboral; tercero, p.orque en la regulación
del recurso de casación para unificación de doctrina no
hay en estE1 punto laguna legal ni obscuridad. La Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia, tras tener por
preparado el recurso de casación para unificación de doc­
trina (arts. 217 y 218 L.P.L.), ordenó a tenor del arto 219
seguir los trámites establecidos en los arts. 206, 207 y
208 de la Ley de Procedimiento Laboral. En principio. la
providencia de 5 de diciembre de 1991 no parece esen­
cialmente equivocada. Habría que hablar más de una omi­
siónque de una advertericia errónea, omisión que consis­
tía en que amén de hablar de emplazamiento, hubiera debi­
do añadir la necesidad de interponer el recurso conforme
con el art. 220 de la Le'y de Procedimiento Laboral. El Abo­
gado del recurrente debió haber advertido la rareza del avi­
so procesal y si. no lo hizo fue porque, con notoria impericia
técnica, compartía el error de la Providencia, cuyas con­
secuencias debe, en principio, padecer ahora. En defini­
tiva, nO parece que las resoluciones judiciales recurridas
hayan incurrido en una interpretación formalista o despro­
porcionada de'los'éirts. 206 y 220 de la Ley de t='rocedi­
mientoLaboralen relación con la inactividad procesal del
demandante asistido de Letrado. . -

7. Por providencia de 7 de julio dé 1993, se señaló
para deliberación y Jallo -de esta SentenCia el día. 12
~iguiente.. " .

2. En providencia de 18 de mayo de 1992, la Sec­
ción Primera de este Tribunal tuvo por interpuesto el recur­
so de amparo y, a tenor del arto 50.5 de nuestra Ley Orgá­
nica, requirió al demandante para que aportara dentro del
plazo de diez días certificación acreditativa de la fecha de
notificación del último de los Autos impugnados, docu­
mento que fue traído a las actuaciones el 1 de junio
de 1989. A continuación, en providencia de 22 de junio,
la Sección acordó la apertura de un plazo común de diez
días para que el demandante en amparo y el Ministerio
Fiscal pudieran formular alegaciones respecto de la even­
tual concurrencia de la causa de inadmisibilidad consis­
tente en la carencia de contenido constitucional que jus­
tifique una decisión sobre el fondo de la misma por parte
de este Tribunal.

3. El demandante evacuó el trámite y en el escrito
correspondiente reprodujo casi a la letra la argumentación
que había utilizado en la demandá, insistiendo en que ésta
fuera admitida. Por su parte, el Fiscal emitió informe el 7 de
julio coincidiendo en la inadmisiblidad del recurso de
amparo por falta de contenido constitucional. El procedi­
miento recusal que escogieron los demandantes es la
casación para unificar doctrina, donde se encuentra eltrá­
mite indicado en el arto 220.1 L.P.L., Y no el recurso ordi­
nario de casación para el que prevé el arto 206 L.P.L. que
siguió equivocadamente, aun cuando en la providencia se

- hablaba del recurso de casación para unificación de doc­
trina. El arto 220.1 L.P.L. es claro y terminante y no puede
confundirse, ni necesita ser suplido analógicamente por
el arto 206 L.P.L:. Finalmente, los demandantes litigan con
asistencia letrada, de tal suerte que, ante el error padecido
en la advertencia efectuada por la Sala a quo, pudo haber­
se pedido la aclaración. Esta es la doctrina del Tribunal
Constitucional en materia de advertencias equivocadas
por parte de los órganos judiciales cuando se trata de pro­
cedimientos en los que los litigantes lo hacen con asisten­
cia letrada y el precepto o el trámite en juego es de inter­
pretación clara, lo que impide considerar infringido el
arto 24 de la Constitución (SSTC 107/1987, 172/1987
Y 7/1988).

4.· La Sección. en providencia de 13 de- octubre,
admitió a trámite la demanda, requiriendo de la Sala de
lo Social del Tribunal Supremo que remitiera las actuacio­
nes y emplazara a quienes babían sido parte enel proceso
judicial. Una vez recibidas aquéllas, la providencia de 23
de noviembre tuvo por personado y parte al Procurador
donSamuel Martínez de Lecea Ruiz, en representación de
la Sociedad Anóriima «Desarrollos Electrónicos e Informá­
ticos)), dando vista de las actuaciones por un plazo común
de veinte días al Ministerio Fiscal y alas demás partes para

· que pudieran formular las alegaciones oportunas.
5. ~ El demandante evacuó tal trámite el 18 de diciem- . IL Fundamentos jurídicos .

bre, dando'por reproducidas las manifestaciones hechas 1. . El hecho que sirve de fundamento inmediato a la
en .Ia demanda. A su vez, la sociedad anónima personada demanda de amparo es cierto, aun cuando no haya de pro-
como recurrida presentó el mismo día el correspondiente ducir las consecuencias que se le achacan. En efecto, la
escrito en el cual solicité} la denegación del amparo soli- Sala de lo Social del' Tribunal Superior de Justicia de
citado por estimar que el art.206 de la Ley de Procedi- Navarra emplazó por quince días ante el Supremo al hoy

j,miento Laboral-eitada en la providencia que dictó la Sala litigante que había. anunciado su intención de impugnar .
Ide lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Navarra-, la Sentencia en la víaccasacionalparaunificación de.doc-

. '\:incluida' en el Capítulo Tercero' regulador' del' recurso de trina,' invocándose'·en 'Ia providencia. correspondiente el
Acasación ordinario¡'es aplicablepoNemisióncexpresa de -art>20f) ,de 'la' ,leyde;Procedimiento Laboral¡, Uegadosa
lo dispuesto en el·'art. 219 de' la Ley de' PrOcedimiento estepúntoconvienecrecordarque'entalordenjurisdiccio-

· .Laboral.dentro'del ,Capítula Cuarto regulador del recurso·' nal-el :·recurso,de-casación<ofrece:dos,modalidades/,una•
.'de' casaciónpara,la'unificaciórf(fe>doctrina,' Por tanto,'ellaordinaria-o-común;yotra;:la específica;quesirve.de-catJ!' ~
,-cempJazamientaante la Sala de-lo Socia~pOrquince'días,·~,a·téJ;llretensi6rrd&.h()mogei1eizar1a jurlsprudencia:urí¡""~-'::

· 'como-dispone-'etmisltlo;es:correcto"-Una;yez'cumplido ficando"lá;cJoctrina;'doCtrina~legal"ala1'Cual:se -refería va --~ " ,.
.'ely~rámite establecido en el· art.-·206deJa Ley-de' Proc&.- . 'bace -más- de>un;siglo.la· Ley- de,.Enjuiciamiento·Civih:.Tal"" .,-,

· ;dimie'nto'Labo.rat,ya,partir,de·ese,momentO';trigEm,:única.... '-modalidad;7creáda·~a'tiinagen:Y'semejánza;·det.TeéUSO~de: .. - <

;·Y;éxclusivamente:las'normas'procesales.específicas.pará ••. e', .•'-re'Ñsión(~m!::I(Y".co!lten.cioso-admi,nistrativÓ:;hTlplantádb!'"~I<";-:"~J'
:el·recurso-de'unificacióri·de·dodriria·y·en.'concreto.ta·los... ·".',:año;1:956_cuyó.fún'damentci·esla:contradicción·entreSe~,"!':+/;'<;'

~J~. .. ~.'< ·-t·.~,~· _. . .. ,':, .,' - " - ;,~,~;,:~ ~"~"'.' O:' 0-' - :~~; e,';' (.:: . -. i--<f\_;~-'"
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tencias [arto 102.1 b) L.R.J.C.A.]. presenta dos fases en el
tranco inicial. la preparación y la interposición. como tam­
bién la modalidad común. donde a la primera -común a
ambas- le sigue la formalización (art. 209 L.P.L.). Ahora
bien. la incidencia del factor tiempo sobre cada una de
ellas es distinto. ya que en la vía ordinaria las dos etapas
son sucesivas. con plazos de quince y veinte días. mientras
en la vía específica se solapan o superponen los de per­
sonación y de interposición. con la misma duración que
los indicados más arriba. pero con distinto dies a qua para
su cómputo. consistente en «la fecha en que se le hizo el
emplazamiento» (art. 220 L.P.L.) cuando se trata de la uni­
ficación de doctrina.

Este es un recurso de carácter excepcional. condicio­
nado legalmente a rígidos requisitos de admisión
(AATC366/1991, 117/1992 y el más reciente
206/1993). En tal sentido. hemos dicho también que la
tutela judicial asegura el acceso a los recursos legalmen­
te previstos siempre que se cumplan y respeten los pre­
supuestos. requisitos y límites que la propia ley establez­
ca. cuya observancia corresponde controlar a los órga­
nos judiciales competentes en el ejercicio de la exclusiva
p ot e s t a d j u r i s d i c c ion a I q u e I e s atri b u y e e I
arto 117.3 C.E.• en la cual no puede ni debe interferir el
Tribunal Constitucional a no ser que. admitiendo la lega­
lidad procesal diversas interpretaciones. se haya elegido
alguna que no sea la más favorable a la eficacia del dere-

. cho a la tutela tudicial. pues en tal hipótesis se habrá pro­
ducido vulneración de ese derecho fundamental
(SSTC 63/1992.55/1992 y 161/1992. entre otras).
No es este 'el caso que nos ocupa. según habrá ocasión
de comprobar en seguida. si se analiza desapasionada­
mente el Auto impugnado. donde se aplican las normas
proces~lesen su más exacta literalidad. Emplazado elliti­
gante perdedor con fecha 10 de diciembre de 1991 por
quincedías y personado a tiempo ante el Tribunal Supr&­
mo. no presentó.sin embargo. el escrito de interposición
entonces ni después. dentro de los veinte días siguientes
al emplazamiento. por lo cual la consecuencia automá­
tica no podía ser otra que la: d~ poner fin al trárriitedel
recurso {art. 220.1 L.P.L.). como así lo hizo la Sala de lo
Social. : . . . . , .

2. '. Ahora bien~ no está aquí el fundamento del ampa­
ro que se nos pide. sino en un defecto padecido en la pro­
videncia del Tribunal Superior de Justicia donde se tuvo
por preparado el, recurso de casación para unifiéación de
doctrina oen la doble diligencia practicada para su cum­
plimiento. notificándola y emplazando a las partes. En una
o en otra no se hacía referencia alguna a la carga procesal
posterior' a la personación. consistente en presentar el
escrito de interposición dentro del plazo simultáneo de
veinte.días. A tal sedicente omi~ión se le achaca la deso­
rientación sufrid~ por ElI litigante. inducido así a error. en
la creencia de que le sería abierta la segunda fase una vez
comparecido ante el Tribunal Supremo. No hubo omisión
en el estricto sentido jurídico de la palabra y del concepto.
que exigen para esa calificación la preexistencia de una
actividad exigible y no lo es la información de los trámites
sucesivos del procedimiento. El contenido de la resolución

l .ijudici~1 hab!~ -de reducirse. pues. a valorar. la idoneid~d de
V la preparaclon y. en su caso. a ordenar el emplazamiento
'¡ parata -comparecencia ante eVJuez'adquem,y sin más.

sin.cque la' notificación; por: su> parteihubiera :de·añadir
advertenciaalguna~a'la'indicacióndelos.recursosproc&­
dentes:contra,1a providencia;del órgano ante el cual debi&­
raminterpone~ey.-detplazoparaello.·comoha.tenidcioca­
s¡-ón;delpteCi~ne~:TribunaJSupremo(Auto-de:3t,dejulio
de k199~1).'Conviene noo!vidar~además;,que:la indicaci6n
de Los riiedios'deimp!JgnaciQn,n.o.constituye una parte del
contenido dElcisóriQtde:la,Sentencianótificada,'·sina,.una

.. in.fo[maciófl'atinteresad,ó;'quieO',jÓgicarriente no está,obli:­
-:gé\~q¡'afseguirJa!st'.~ntiend~,~quéJ~xiste2()trO:)disti"to"pro-

,'.' l...; .. ' ..•• "." - .' -' "', , " - -' _" ''0-''::,..:. ~'_ ". ".-, ',.10 .~..... ": ",' ., ..... ; t <".>•. ' -' '-

cedente (STC 155/1991. entre otras). La Ley Orgánica del
Poder Judicial establece al respecto que las fórmulas de
las providencias se limitará a la determinación de lo man­
dado. sin más fundamento ni adiciones (art. 248). a cuya
fórmula se atuvo el Tribunal Superior de Justicia de
Navarra.

Desde otra perspectiva. la invocación del
arto 206 L.P.L. no está fuera de lugar ni 'resulta equívoca.
sino que venía forzada por la misma Ley. cuyo arto 219.
encuadrado en el Capítulo Cuarto donde se desarrolla el
recurso de casación para la unificación de doctrina. reen­
vía para la tramitación de la primera fase a tres preceptos
del Capítulo Tercero. que 'COntiene las reglas generales de
la modalidad ordinaria de.l recurso de casación. uno de
ellos el antedicho más otros dos, reguladores de la com­
parecencia ante el Tribunal Supremo (art. 207 y
208 L.P.L.). con exclusión del siguiente y los restantes don­
de se habla de la «formalización». a la cual no equivale la
interposición (art. 220 L.P.L.) propia de la modalidad espe­
cífica. Esta norma. por lo demás. es clara e inequívoca, sin
que admita otra lectura distinta de la hecha por el Tribunal
Supremo en el Auto impugnado. No es posible confundir
la formalización sucesiva y la interposición simultánea de
cada una de las dos vías casacionales configuradas en la
Ley y si tal confusión se produjo no cabe su imputación
a la providencia del Tribunal Superior de Justicia ni a su
notificación.

En efecto. los requisitos legales que condicionan la
válida interposición de los recursos son de obligado cum­
plimiento para quien los promueve. correspondiendo a
los órganos judiciales. como garantes del orden proce­
sal. el velar por su observancia y. en consecuencia. hacer
efectivas las consecuencias que la ley anuda a su incum­
plimiento (STC 59/1989 yATC 73/1992). En tal senti­
do no está de máshacer hincapié en la circunstancia de
que el interesado utilizó los servidos de Procurador y de
Abogado. por ser preceptiva su asistencia para la correc­
ta personación. profesionales expertos en Derecho. juris­
peritos en la terminología tradicional. que estaban o
debían estar en condiciones de detectar el error en la
notificación y subsanarlo. o. al menos -en la duda-. soli­
citar aclaración. En tal sentido, este Tribunal ha puesto

, de relieve que. desde la perspectiva del arto 24 de la
Constitución. no es lo mismo la comparecencia en juicio
cuando procesalmente se permite. como en el ámbito
laboral. sin la asistencia de Letrado que con ella. según
ha ocurrido en este caso. La indefensión se produce en
la primera de tales hipótesis y no en la segunda. pues
los efectos derivados de una orientación errónea pa-ra
la interposición del recurso no son imputables con carác­
ter exclusivo al órgano jurisdiccional y corresponden.
también. en parte no menospreciable. al Abogado del
recurrente. quien no puede. por tanto. prevalerse de ello
acudiendo al extraordinario remedio en que consiste el
amparo constitucional (STC 70/1984). A laluz de este
criterio jurisprudencial resulta evidente que los defectos
cometidos en la formalización del recurso de casación
para unificación de doctrina no son achacables a una
indicación errónea de la Sala de lo Social. que hubiera
podido producir cierta desorientación subsanable por
los profesionateselegidos al respecto. Huboen ellos tam­
biénunacierta falta de pericia y una actuaci6n poco dili­
genternegligente,ensuma. por su parte. cuyas cons&­
cuencias han de,'récaersobre-su representado y defen­
'didoen'virtuddEHaicalpa- in ,eJigendo~ Así :pilesi'la cir­
cunstancia, deo que..elresultadoperjudiciafno,seajmpú­

.tablla cede mQdo inmediato y directo)) a unaacci6nuomi:­
si6" del órgano judicial;' según exig.e el art44.1denues­
tra Ley,ºrgánica-,comopresu~uestode:admisiblidad de
'tad~mandadeampard;'prºvocá:queéstacarezca de con­
~enido'f~~~~~U5i?r~Wl1?tib:~.¡'.-(irdí),:,,<iti11ü "3t1 "-:"¡t~);~·;'t~~
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La Rioja contra el recurrente. el Juzgado de lo Penal de
Logroño pronunció Sentenci,~ que con~enó a ~ste c.omo
autor de un delito de usurpaclon de funCiones o intrusismo
del arto 321 del Código Penal a una pena de seis meses
y un día de prisión menor. accesorias y costas, Dich<;! Sen­
tencia consideraba probado que el ausado se dedIcaba,
en agencia abierta al público. <;! activi.~a~es de in!ermedia­
ción lucrativa en el mercado Inmoblllano careciendo del
título de Agente de la Propiedad Inmobiliaria.

B) El actor interpuso recurso de apelación cont~a la
Sentencia mencionada. en el que planteaba la neceSidad
~e suspender el I?rocedimiento,~1 obj':lto .d~ que se ~d~i­
tlese el planteamIento de Guestlon preJudlclal comunrtarra
ante el Tribunal de Justicia de la C.E.E., así como la falta
de tipificación de los hechos. encajados en el arto 31 del
Código Penal. por no exigir el ejercicio de la profesión de
A.P.1. título universitario. '

C) El recurso fue desestimado por. la Audiencia. Pro­
vincial de Logroño con apoyo en que. Siendo de nacIona­
lidad española la persona a la que se imputaba el hecho
delictivo, no podía invocar ni acogerse a la directiva 67/43
de la C.E.E.• yen que. según numerosa jurisprudencia del
Tribunal Supremo. las funciones de Agente de la Propie­
dad Inmobiliaria no pueden quedar al margen de la pro­
tección jurídico penal.

3. La representación del recurrente co~sideraque la~

Sentencias recurridas han vulnerado. en prrmer lugar. su
derecho a la tutela judicial efectiva. reconocido en el
arto 24.1 C.E.. al haberse negado tanto el órgano judicial
de instancia como el de apelación a plantear ante el Tri­
bunal de Justicia de las Comunidades Europeas, de con­
formidad con lo dispuesto en el arto 177 del T.C.E.E.. una
c~estión prejudicial acerca de la compatiblidad del Re~1
Decreto 1464/1988, de 2 de diciembre, en el que se atn­
buye la exclusividad de las actividades en el sectorinmó­
biliario a los Agentes de la Propiedad Inmobiliaria y a los
Administradores de Fincas. con lo dispuesto en el arto 3
de la Directiva del Consejo 67/43/C.E.E., de 12 de enero,
relativa a la realización de la libertad de establecimiento
y de la libre prestación de servicios para las ac!ivi~ades
no asalariadas incluidas en el sector de los negocIos lOmo-
biliarios. . ,

Dicha omisión de planteamiento de la citada cuestión
habría infringido igualmente el derecho a la utilización de
los medios de prueba pertinentes. consagrado en el'
arto 24.2 C.E., por cuanto la respuesta que a la misma
pudiera ofrecerel T.J.C.E. resultaba determinante para el
enjuiciamiento penal de la conducta atribuida al recurren-
te. , '

Finalmente, 'parlo que se refiere a lapretendidavul­
neración del principio del legalidad penal, se alega en la
demanda que el recurrente ha sido condenado en virtud
de una interpretación extensiva del arto 321.1 del Código

, Penal que resulta prohibida en virtud de las exigencias deri­
vadas de dicho principió, elevado por el arto 25.1 al rango
de derecho subjetivo protegible en vía de amparo.

En consecuencia. el recurrente pide a este Tribunal que
anule las Sentencias impugnadas y que, entretanto, acuer-
de suspender la ejecución de las mismas. , , ,.', ' ,

4. Por ~rovidenciade'18 de enero de 1993. la Seo­
ción Primera, y a tenor del art~ 50.5 de la Ley Orgánica~el
Tribunal Constitucional; acordó conceder un plazo de dl~z

días al Procuradouecurrent~en amparo. para que dentro
de:dichotérmino aportase las correspondientes copi~s~e•.
lasenterieia dictada por el'Juzgado delo Penal d~Logrono .'
de'13 de septiembrede.1992·,·,,<~",1"";ir" '.f.::.t.,¡..,~, ,','

l'. ; -';', ~-;" ~.;.;-~"';:\-./-~;:: ;;;_~i·';~~"~;'-'.::':~~;.~~:'';(_!~.;,:--~.: ;'.~.", ~'-::'_}~"~~.:~~Y';~::¿~:.~... ,: :D·'-~·;'f:-~~j.· ~- --.~<,;-:~ ,
,,5:" Pór'prQvidEmcia deZ9 de 'iilaho deJ 993, 1ª.Sec­
ción Primera acorcó ách'Ílitiratrámite fal?resente deman,da
dffampar~; aidgir:~ten~~$:~myriicap¡Qri~s~.!~ ~¡jC:li~~qi~
Próvincial'de logroño'yal Juzgado deló'Penal de dlcfla

Sala Primera. Sentencia 240/1993. de 12 de
julio de 1993. Recurso de amparo 83/1993.
Contra Sentencia dictada por la Audiencia Pro­
vincial de Logroño, en grado de apelación,
correspondiente a autos de procedimiento
abreviado, procedente del Juzgado de lo Penal
de Logroño. Vulneración del principio de lega­
lidad penal: aplicación extensiva del tipo defi-
nido en el arto 321.1 del Código Penal. '

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don MigUel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente' don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don C~rlos de la Vega Benayas, don VicenteGimeno Sen­
dra don Rafael de Medizábal Allende y don Pedro Cruz
ViII~ón, Magistrados, ha pronunciado '

20981

la siguiente

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el uBoletín Oficial del
Estado)). .

Dada en Madrid. a doce de julio de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer.
Fernando García-Mon y González Regueral. Carlos de la
Vega Benayas, Vicente Gimen!:? Se!1dra. '.Rafael de Me~­
dizábal Allende, Pedro Cruz Vlllalon.-Flrmado y rubn­
cado.

SENTENCIA

, En el recurso de amparo núm. 83/93, promovido por
don Luis. Gómez Fonseca, representado por el Procurador
de los Tribunales don Antonio Andrés García Arribas, asis­
tido por el Letrado don Jesús Manuel Pernas Bilbao, contra
la Sentencia dictada. con fecha 21 de diciembre de 1992.
por laAudiencia Provincial de Logroño. en grado de ape­
lación, en el rollo 114/92. correspondiente a los autos de
Procedimiento Abreviado 761/91, procedente del Juzga­
do de lo Penal de Logroño. Ha sido parte el Ministerio Fis­
cal. Ha sido Ponente el Presidente don Miguel Rodríguez
Piñero y Bravo-Ferrer, quien e~presael parecer del Tribu-
nal. '

EN NOMBRE DEL REY

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

1. Antecedentes

\,' ,:'" 1-.,',' DonÁntonio Andrés García,Arribas, Procurador de
;bies Trfburiales 'Y de don Luis GÓrnezFonseca,. interpone
'li re6~rso;,de amparo contra., ta., Sentencia ,pr0F'lunciada
)' el.2,tdediciembre de 1992 porl~A"udie.nciaProvincial de

Logroño,quedesestima ,elreC:!Jr~o.,d~.aP!'lI~ciqrlplanteado
,por,elactor contra la, dictada pocel J!Jzg,ado (le Jo.,Penal
d~ I~,rnisj'ná ,ciudad que 19 cond,el)9'por, un.de\i.tp;de tJsu,r­
~~9.jp~d~,fuJl9i?res./, "",,:;;,;, o'" ':"':":::"':(:D:~;?':;¡;1,

~ri!?2~:~f Ehecursd,tieilesu'origen'en. los $iguientes'ánte-

'~t::~~:+#~~U~~~~~~~t~i-f~:;;:~~m~:t~~':¡tt'~'JiZ0~:Jb.
~~f~fflglfZ9'1'tis~Puidó;~~ñ!Vírtiia'dEt,§m;i:~J1á~intérpúestá':'
~:por'e"Coíegic;l'de~geñtes'de lá Própiedad hlmobiliaria'de ",
>;:r:f;.:~'" '_~_":",' " - - - - . -, .

:&,'~~~%~.¡


